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Resumen
Propósito: este trabajo de reflexión se enfoca en dilucidar cómo las zonas de reserva campesina (zrc) 
se pueden considerar una estrategia de reconocimiento social. 
Temas: son varios los aspectos a tratar a través de este recorrido, entre estos resaltan nociones como 
la justicia, el reconocimiento y, principalmente, la identidad campesina colombiana. 
Desarrollo: se ha evidenciado que las zrc han generado un impacto positivo en la medida en la que han 
permitido el restablecimiento de la identidad del campesinado en las zonas donde se han establecido, 
de modo tal que fortalecen las comunidades y las hacen partícipes de las decisiones en el ámbito 
social, en el económico y en el ambiental, entre otros. 
Conclusiones: el territorio ha jugado un papel primordial en el desarrollo de las labores agrícolas, 
propias del modo de vida y de la idiosincrasia del campesino colombiano, por tanto, la figura de las 
zrc tiene que ver con su reconocimiento social tanto a nivel poblacional como cultural y, por ende, su 
trascendencia histórica ha repercutido en el presente.
Palabras clave: campesinos, participación, reconocimiento social, zonas de reserva campesina (zrc). 
1 Artículo elaborado a partir de la investigación “Las zonas de reserva campesina como estrategia de recono-
cimiento social”, con el cual se optó al título de profesional en Finanzas y Comercio Internacional bajo la asesoría 
de la profesora Amanda Vargas.
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Social Recognition in the Context of Colombia’s  
Post-conflict: Case Study of Peasant Reserve Zones
Abstract
Purpose: The present reflection paper focuses on clarifying how peasant reserve zones (zcr from their 
initials in Spanish) may be considered a social recognition strategy.
Themes: Several aspects must be dealt with through this journey, among them are notions such as 
justice, recognition and, mainly, Colombian peasant identity.
Development: There is evidence that zcr trigger a positive impact on the extent to which they allow 
peasant’s identity restoration where they establish; this strengthens communities and lets them, take 
part of, among others, social, economic and environmental decisions.
Conclusions: Territory has played a major role in the development of farming and its correspondence 
with lifestyles and idiosyncrasies of Colombian peasants. This is why the zcr figure involves a social 
recognition both in cultural and population terms, as well as of their historical significance, which has 
had an impact on the present.
Keywords: peasants, participation, social recognition, peasant reserve zones (zcr).
Reconhecimento social no contexto do pós-conflito na 
Colômbia: o caso das áreas de reserva camponesa 
Resumo
Objetivo: este trabalho de reflexão tem o objetivo de elucidar como as áreas de reserva camponesa 
(arc) podem ser consideradas uma estratégia de reconhecimento social.
Questões: entre os diversos aspectos que serão tratados, destacam noções como a justiça, o reconhe-
cimento e, principalmente, a identidade camponesa colombiana.
Desenvolvimento: foi demonstrado que as arc geram um impacto positivo, dado que permitem res-
tabelecer a identidade do campesinato nas áreas onde estão instalados, de forma que fortalecem as 
comunidades e tornam-nas parte das decisões nas esferas social, econômica, ambiental, entre outras.
Conclusões: o território tem desempenhado um papel fundamental no desenvolvimento do trabalho 
agrícola, típico do modo de vida e da idiossincrasia do camponês colombiano. Portanto, a figura das 
arc está relacionada com o seu reconhecimento social a nível populacional e cultural e, por isso, sua 
transcendência histórica teve um impacto sobre o presente.
Palavras-chave: camponeses, participação, reconhecimento social, áreas de reserva de camponesa 
(arc).
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Introducción
Colombia atravesó un proceso de violencia que se 
extendió por más de medio siglo. Esto, no solo li-
gado a la presencia y la conformación de grupos al 
margen de la ley, sino también como consecuencia 
de una guerra entre los mismos partidos políticos 
que ha generado el desplazamiento interno de la 
población, con cifras que en la actualidad han he-
cho que Colombia sea el país con el mayor índice 
de desplazamiento en el mundo, incluso por enci-
ma de Siria (acnur, 2016).
Así, desde 1997 hasta el 2013, se registró el des-
plazamiento de 5 185 406 personas en Colombia. 
En el 2007, el 25% de las cifras de desplazados se 
concentraba en 17 municipios, porcentaje que se in- 
crementó para el 2013, momento en el cual el 
50% de los desplazados provenían de 10 munici-
pios: Buenaventura, Medellín, Tierralta, Suárez, 
Ricaurte, Riosucio, López de Micay y Puerto Asís. 
Dichas localidades se concentran en su mayoría en 
los departamentos de Antioquia, Nariño y Chocó. 
Este desplazamiento perjudicó alrededor de 6881 
familias, quienes provienen principalmente de las 
zonas rurales (acnur, 2015).
La población víctima de desplazamiento recla-
ma del Estado colombiano la redistribución de sus 
tierras, la recuperación de sus viviendas y la pro-
tección del territorio. Con este propósito se crea-
ron las denominadas “zonas de reserva campesina” 
(zrc) por medio de la Ley 160 de 1994. De esta ma-
nera, se conforma una nueva figura del proceso de 
ordenamiento territorial que tiene como objetivo 
delimitar la frontera agrícola, reducir la problemá-
tica de concentración de tierras, crear condiciones 
para la consolidación y el desarrollo sustentable de 
la economía campesina y regular la ocupación 
de los terrenos baldíos (al darles preferencia, pri-
mordialmente, a los campesinos con escasos re-
cursos), todo esto mediante la conformación de 
políticas integrales enfocadas en el desarrollo rural.
Las Zonas de Reserva Campesina se definen 
como “las áreas geográficas que son escogidas por 
la Junta Directiva del Instituto Colombiano de la 
Reforma Agraria (Incora), para lo cual contemplan 
las características agroecológicas y socioeconómi-
cas regionales” (Ley 160 de 1994). Asimismo, en el 
Decreto 1777 de 1996 se determina el objetivo de la 
conformación de las zrc, adjudicándosele la meta 
de “fomentar y estabilizar la economía campesina, 
superar las causas de los conflictos sociales que las 
afectan y de manera general, crear las condiciones 
para alcanzar la paz y la justicia social en las áreas 
respectivas” (Decreto 1777 de 1996, artículo 1).
El Gobierno colombiano, a partir de la Ley de 
Victimas y Restitución de Tierras de 2011 buscó 
abordar la problemática del desplazamiento forza-
do, a la vez que reasignó recursos financieros para 
darle soporte. En el 2013 se registró un hecho signi-
ficativo por parte de la Corte Constitucional, órga-
no que reglamentó cómo las víctimas de los grupos 
que se desmovilizaron deberían ser beneficiadas 
desde los parámetros de cuidado, atención y repa-
ración, esto en función de lo dispuesto en la Ley 
1448 del 2011 y en concordancia con la ampliación 
del concepto de víctima que se describe en el artí-
culo 3 de la ley en mención.
Se creó una serie de modificaciones de las con-
diciones jurídicas por medio del Código de Minas. 
Bajo esta normativa también se establece que uno 
de los objetivos de las zrc se relaciona con el con-
trol de la frontera agropecuaria, la delimitación 
de la problemática de la concentración de la tierra 
por parte de los grandes terratenientes, la confor-
mación de alternativas que garanticen el desarro-
llo sostenible de la economía campesina, el acceso 
de los campesinos a las tierras baldías, el impul-
so de políticas direccionadas al desarrollo rural 
y el fortalecimiento del reconocimiento social entre 
el Estado colombiano y las comunidades rurales.
Como complemento a la legislación anterior, 
por medio del Acuerdo 026 del 2009, más que defi-
nir criterios respecto a las zrc se conforman y es-
tablecen objetivos que se orientan a la superación y 
mitigación de los causantes de los conflictos de or-
den social mediante el impulso de la preservación 
del orden público y los programas de sustitución de 
cultivos ilícitos. De igual forma, se aborda la pro-
tección y la conservación del medio ambiente, para 
lo cual se cuenta con el apoyo del Sistema Nacional 
de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campe- 
sino, de entes como el Sistema Nacional Ambiental 
y de otros organismos de carácter público y priva-
do que tienen como función formular, financiar y 
llevar a cabo los planes de desarrollo sostenible, las 
investigaciones, los programas y los proyectos para 
las zonas de reserva campesina.
En Colombia se invisibilizó la figura del cam-
pesino desde la propia Constitución Política de 
1991, en la que se excluyó como sujeto activo de la 
sociedad con derecho a tener una identidad propia, 
al punto de invisibilizar sus derechos y de rezagar 
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así uno de los actores principales del país. El campe-
sino colombiano ha sido objeto de desigualdad, ex-
clusión y maltrato por parte del Estado, el cual lo ha 
mantenido indudablemente en la sombra del olvi-
do (Fajardo-Herrera, 2015). Ante esto, es indispen-
sable generar soluciones a la problemática desde un 
ámbito social, económico, social, cultural y político 
con la garantía de un enfoque de desarrollo huma-
no integral y sustentable (Rural, 2007). Así, enton-
ces, en el siguiente apartado se discute sobre si las 
zonas de reserva campesina se pueden considerar 
como una estrategia de reconocimiento social de 
los campesinos en el marco del posconflicto.2
La necesidad de reconocimiento  
del campesinado en la búsqueda de  
la reducción de la desigualdad
La igualdad es el principio de oportunidades que 
busca un punto de partida igual para todas las 
personas ante la ley y la sociedad. La igualdad se 
vulnera tanto en el momento en que, al tener que 
tratar como iguales a todos los miembros de una 
sociedad, se le da un trato diferente a uno de ellos 
por alguna causa no razonable o justificable, nece-
saria o idónea. En el caso de la población rural en 
Colombia, se presenta desigualdad desde la repar-
tición de tierras hasta la producción y comerciali-
zación de productos del campesinado, lo cual no 
es equitativo debido a que las diferentes partes (el 
empresario y el campesinado) no tienen el mismo 
poder y los campesinos son la parte débil de la re-
lación (Fuerte y Tacha, 2015). La lucha por la pro-
tección de los derechos humanos de la población 
campesina deben reconocerla todos los miembros 
de la sociedad. Esta situación radica en una cruel 
realidad en la que sus derechos no solo se vulneran, 
sino que ni siquiera se reconocen. Así, y si se empie-
za por la Constitución Política colombiana, se debe 
adoptar una “declaración sobre los derechos de los 
campesinos y de otras personas que trabajan en las 
zonas rurales” (Morales, 2015, p. 1), lo que permi-
ta generar desde las directrices constitucionales 
2 Este artículo es el resultado de una investigación reali-
zada en la Universidad de La Salle en la Facultad de Ciencias 
Económicas y Sociales entre el 2015 y el 2017. La metodología 
utilizada se basó en una triangulación de técnicas, entre las que 
se encuentran la revisión bibliográfica y las entrevistas a exper-
tos. Las respectivas entrevistas y la información encontrada en 
los documentos se analizaron mediante el software Atlas.ti, un 
programa especializado en el método cualitativo.
el inicio de un reconocimiento por el cual las co-
munidades campesinas han abogado por muchos 
años. Es importante resignificar el lenguaje a fin de 
estar en capacidad de comprender la realidad ru-
ral —que es histórica en Colombia—, sobre todo 
con el fin de estar en capacidad de transformarla 
mediante la reconstrucción de las condiciones que 
permitan seguir con el cultivo de la tierra. Lo ante-
rior en razón a que el problema radica en la existen-
cia de modos de vida que no han sido debidamente 
valorados, por lo cual las formas en las que se pro-
duce el saber de esas personas que decidieron vivir 
de manera distinta a la de la sociedad mayoritaria 
tampoco se valoran. En este sentido, esas personas 
tienen un saber que debe reconocerse y exaltarse, 
lo cual pasa necesariamente por buscar el significa-
do de las palabras y la manera en la que se relacio-
nan estas y las cosas. 
En el propósito de definir el concepto de cam-
pesino se debe preguntarle a la gente que vive de 
otras maneras, a la gente que está en el campo y a la 
gente que se reivindica como tal: ¿cómo son?, ¿qué 
son? La academia debe ceder esa pretensión de que-
rer definirlo solo desde su perspectiva y desde lo que 
cree entender, y más bien buscar la opción de que la 
gente hable, se exprese y manifieste lo que es, con el 
fin no tanto de plantear una definición, sino de re-
cuperar el concepto del campesino como un sujeto 
histórico que ha jugado un papel importante en el 
país. Sin embargo, lejos de ser una población ancla-
da en el pasado, los campesinos han desarrollado 
estrategias para afrontar las situaciones que viven 
cotidianamente. En este orden de ideas, han teni-
do que acoplarse a las dificultades que representa 
la guerra y, por tanto, sus condiciones han cambia-
do con el propósito de sobrevivir a las inclemencias 
que se les presentan. De esta manera, resulta una 
población muy dinámica y adaptativa a los cambios 
que les exigen los diferentes entornos políticos, so-
ciales, culturales, económicos y ambientales, pues 
cambian incluso su forma de hacer agro y tratan de 
crear organizaciones y cooperativas. Pese a esto, los 
campesinos se han relegado numéricamente; hace 
unas décadas eran el 70% de la población, ahora son 
menos del 30%. Cuantitativamente pueden ser me-
nos de 15 millones de personas las que en Colombia 
se consideran campesinos (dane, 2016).
En Colombia, hay quienes consideran que a 
los pobladores rurales que viven de la tierra se les 
conoce, desde la antigüedad, como campesinos y 
encuentran estrategias para seguir sobreviviendo 
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como productores. También hay quienes consi-
deran que en el país ya no se les reconoce como 
tal, dada la diversidad de usos que se les ha dado 
a las zonas rurales. Ante esto, surge la pregun-
ta: ¿Quiénes son los campesinos colombianos en 
la actualidad? Para algunos es difícil generalizar, 
aun cuando se trata de una categoría que tiene una 
identidad vigente, y a pesar de haber sido una po-
blación excluida y estigmatizada. Así, los campe-
sinos colombianos son todavía un sector social, si 
bien excluido, con una privación de derechos po-
líticos, económicos y sociales que se debe a un fa-
llo de reconocimiento de derechos histórico. Ese 
fallo de reconocimientos se encuentra en toda la 
conflictividad de la última etapa de la historia co-
lombiana: campesinos sin derechos, campesinos 
que se expropian, se despojan, se desplazan, un 
panorama que se presenta desde la década de los 
cuarenta y se caracteriza como una etapa de irre-
solución —que en la práctica es un problema de 
inclusión—, en la cual cualquier sector social que 
no se incluye termina en una tensión con el resto. 
Además, en un país tan desigual como Colombia, 
donde todo el poder político y económico siem-
pre se ha concentrado en una élite, el campesino 
es un sujeto no reconocido que, paradójicamen-
te, ha jugado un papel histórico en la etapa tam-
bién de la modernidad colombiana. Esto en razón 
a que, a pesar de ser un país de campesinos, un país 
agrícola y agropecuario, a este sector se le mantie-
ne en esa situación de privación hasta el momen-
to en que se vislumbra la generación de un nuevo 
escenario incluyente para el campesinado, lo que 
significaría sin duda toda una transición en lo polí-
tico y en lo económico, con las consecuentes reper-
cusiones de índole social. Finalmente, para otros, 
los campesinos colombianos en la actualidad son 
los pocos ciudadanos que conservan sus tierras, las 
trabajan y se mantienen de lo que producen allí; 
asimismo, los millones que trabajan para otros en 
el cultivo de la tierra y muchos otros desplazados a 
las ciudades por el conflicto armado.
De acuerdo con el proyecto de la Ley General 
Agraria y de Desarrollo Rural, se afirma que las zrc 
son un mecanismo de ordenamiento productivo 
del territorio rural que está orientado y dirigido a:
(i) Regular limitar y ordenar la propiedad, co-
rregir y evitar su concentración o división antie-
conómica, o ambos, garantizar que el desarrollo 
de actividades de explotación observe preceptos 
ambientales que permitan su sostenibilidad (ii) 
diseñar e implementar concertadamente proyectos 
productivos sostenibles que consoliden y desarro-
llen la economía campesina, (iii) garantizar la pre-
sencia institucional en zonas que han expuesto a 
sus habitantes a condiciones de marginalidad con 
nula o baja presencia del Estado, (iv) garantizar la 
participación de las organizaciones representativas 
de los campesinos en las instancias de planificación 
y decisión regionales, así como la efectividad de sus 
derechos sociales, económicos y culturales. (Osejo, 
2013, p.14). 
Por medio de las zrc la población campesina 
exige su reconocimiento por parte del Estado y de 
la sociedad, exige que los escuchen en sus territo-
rios, piden un reconocimiento como actor político 
y proporcionan un reconocimiento más allá de lo 
ambiental, por el cual se plantee una pertenencia a 
la comunidad que sea incluyente tanto en el campo 
como en la ciudad. 
Los campesinos colombianos son muy diver-
sos en sus prácticas productivas y culturales, en sus 
características socioeconómicas y en sus formas de 
sentir y actuar en la vida en el campo. Es importan-
te que las políticas públicas para el agro reconozcan 
esta diversidad y logren abarcar todas las proble-
máticas del campesinado. Bajo estos aspectos se po-
dría desarrollar el principio de igualdad en el que el 
reconocimiento proporciona las bases para su im-
plementación, tal como se presenta a continuación. 
La “justicia de reconocimiento”  
para identificar la identidad  
de los campesinos
A finales del siglo xx Honneth (1997) presenta una 
teoría —basada en la tradición del idealismo ale-
mán– sobre el reconocimiento de la dignidad de 
las personas como elemento central del concepto 
de justicia. Esto, para él, es un acrecentamiento de 
sensibilidad moral al transcender la reivindicación 
material de la distribución de bienes. 
Estos movimientos, que en un inicio tenían un 
contenido pacifista y ecológico, mostraron el giro 
de unos valores materiales hacia cuestionamientos 
al modo de vida y el predominio de la multicultu-
ralidad. De esta manera, dan cuenta de la búsqueda 
de una política de identidad que implica el reco-
nocimiento de contenidos axiológicos colectivos, 
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como respuesta a situaciones de su degradación y 
desestimación (Honneth, 2006).
Durante las últimas décadas, el concepto de 
reconocimiento se ha convertido en el núcleo nor-
mativo de una multitud de esfuerzos políticos 
emancipatorios, dado que se vive en una cultu-
ra afirmativa en la que el reconocimiento públi-
camente manifestado posee con frecuencia un 
carácter meramente retórico (Honneth, 2006), y en 
la cual los conflictos sociales del siglo xix y xx pue-
den entenderse como luchas por el reconocimiento 
(Ricoeur, 2005).
En el siglo xx, Habermas realiza una expo- 
sición sobre el núcleo del Estado de derecho de-
mocrático, ya que para él solo la igualdad de con- 
diciones garantiza el respeto o reconocimiento mu-
tuo. En este sentido, la lucha de la moral era en-
tonces un enfrentamiento social, motivado por la 
necesidad de tener efectos en la comunidad social 
(Honneth, 1997). 
Honneth (1997) en su teoría maneja el concep-
to de reconocimiento como referencia a la necesi-
dad que tiene el yo de que los demás lo reconozcan 
y confirmen como sujeto libre y activo, de mane-
ra que,
La vida social se cumple bajo el imperativo de un re-
conocimiento recíproco ya que los sujetos que solo 
pueden acceder a una autorrealización práctica sin 
pretender a concebirse a partir de las perspectivas 
normativas de sus compañeras de interacción, en 
tanto sus destinatarios sociales. (Honneth, 1997, 
p. 114)
De acuerdo con esta afirmación, se entiende 
que el trato igualitario en conjunto con el recono-
cimiento mutuo pueden ser la base sobre la que se 
construyan unas zrc (tal y como se ha buscado du-
rante décadas), porque a partir de esto se puede dar 
una participación representativa de las comunida-
des campesinas. 
Sin embargo, es importante reconocer que el 
conflicto armado ha determinado unas dinámi-
cas de represión y criminalización del campesina-
do, en las que se presenta un genocidio que no se 
ha reconocido, cuyas víctimas son en su mayoría 
campesinos de quienes se olvida su condición, pre-
cisamente, de víctimas. La dinámica que imprimie-
ron las políticas macroeconómicas desde la década 
de los ochenta (la apertura neoliberal), debilitó las 
garantías para la economía campesina. Se perdió el 
mercado interno, se debilitaron las instituciones, se 
perdió en autonomía de políticas públicas y se redu-
jo la inversión en el campo, todo lo cual se consoli-
da con el tratado de libre comercio:
Por otra parte, la violencia política, el conflicto 
armado, las políticas macroeconómicas adversas, 
generan un desplazamiento, un recrudecimiento y 
por eso la frontera agrícola se corrió, y la gente em-
pezó a buscar la vida en la Orinoquía, en la Ama-
zonía, en el Pacífico, a abrir selva, y sin garantías, 
pues lo único que ahí era viable eran los cultivos 
declarados ilícitos, de ahí toda la explosión de la 
coca. (Gutiérrez, comunicación personal, 11 de 
agosto de 2016)
En síntesis, el conflicto armado dejó a los cam-
pesinos sin tierra, por ende, sin trabajo y sin forma 
de sostenerse. Han perdido todo básicamente, sus 
derechos han sido vulnerados y han tenido que pa-
decer en las ciudades.
De acuerdo con Honneth (1997), el desarrollo 
social que da con base en conflictos se denomina 
“lucha de reconocimiento”, y se desencadena cada 
vez que un grupo significativo de individuos ma-
dura la conciencia de haber sido objeto de una in-
justicia. En esta fase se presentan dos factores: el 
primero de ellos es una adecuada reacción emoti-
va del interesado, es decir, su conciencia subjetiva 
de tener derecho a un trato mejor, y el segundo fac-
tor es que debe haber un contexto histórico-social 
favorable que permita la movilización política re-
levante. La segunda tesis que maneja es la culmi-
nación del desarrollo social, representada por una 
etnicidad en cuyo interior la universalidad del de-
recho se concilia con el respeto por las múltiples 
prácticas de vida (Honneth, 1990).
Por tanto, estas tesis presentan la forma en la 
que el desarrollo social de una comunidad incide en 
su reconocimiento con autonomía, respeto y condi-
ciones igualitarias, lo que sirve de punto de parti-
da para comprender cómo las zrc podrían cumplir 
estos dos aspectos y ser el propulsor de reconoci-
miento y de condiciones igualitarias para las comu-
nidades campesinas.
Formas de reconocimiento
Honneth (1999) menciona tres formas de recono-
cimiento en su teoría de justicia de reconocimiento 
(tabla 1). Estas corresponden al amor, al derecho y 
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daños quebrantan alguna forma de autorrelación 
del individuo consigo mismo: la autoconfianza en 
la primera de las esferas, el autorrespeto en la se-
gunda, y la autoestima en la última (Charles, 1993). 
La tabla 2 resume esta clasificación.
La justicia debe garantizar las condiciones de 
la autorrealización, de crecimiento económico, de-
sarrollo sostenible, justicia y equidad social, sin 
embargo, a fin de superar la brecha que aún exis-
te entre teoría y praxis es preciso preguntarse por 
los criterios que permitan identificar las mejo-
res medidas para realizar esta tarea, y, por tanto, 
la discusión sobre justicia y reconocimiento social 
(Charles, 1993). Luego, el reconocimiento requiere 
de la adopción de otros elementos que permiten su 
manifestación como, por ejemplo, la redistribución 
y la representación, en el propósito de contextua-
lizarlo en el marco del desarrollo igualitario. Así, 
Fraser (1989) presenta una teoría crítica capaz de 
a la solidaridad, las cuales inciden tanto en el indi-
viduo como en el colectivo en el que se desarrolla, 
en una relación de doble vía por la cual, gracias 
al reconocimiento que genera, se fortalecen tanto 
los integrantes como la comunidad en la que se 
desarrollan.
Honneth (1997) realiza una separación tripar-
tita —basándose en Hegel y su separación entre fa-
milia, Estado y sociedad civil— de las formas de 
reconocimiento que responden al tipo de daño psí-
quico del individuo. Estas esferas son: la esfera del 
amor (entendida en un sentido amplio de cuida-
do y atención); la esfera del derecho; y la esfera del 
reconocimiento social o de la solidaridad. A cada 
una de estas esferas le corresponde un tipo de daño: 
maltrato, violación, tortura y muerte en la esfera 
del amor; desposesión de derechos, estafa y discri-
minación en la del derecho; e injuria y estigmati-
zación en la esfera de la solidaridad social. Estos 
Tabla 1
Formas de reconocimiento
Forma El amor (Liebel) El derecho (Recht) La solidaridad (solidaritat)
Definición Todas las relaciones 
primarias entre dos amis-
tades a la relación entre 
padre-hijo estriban en 
fuertes lazos efectivos.
El sujeto puede saber en qué sentido 
es portador de derecho solo en la me-
dida que conoce las obligaciones que 
los demás esperan que cumpla.
Valoración social que per-
mite referirse positivamente 
a sus cualidades y facultades 
concretas.
Relación con el 
reconocimiento
El reconocimiento debe 
tomar el carácter de 
aliento efectivo, teniendo 
un equilibrio entre la 
autonomía y la simbiosis 
del  otro.
El reconocimiento de la forma de 
socialización del individuo a vivir sin 
derechos individuales significa para el 
miembro de la sociedad no tener nin-
guna oportunidad para la formación 
de autoestima.
El reconocimiento depende del 
horizonte de los ideales y metas 
colectivas, este a su vez debe 
ser amplio para integrar las 
diferentes aptitudes de cada uno 
a la vida social.
Nota. Tomado de Honneth, A. (1997). La lucha por el reconocimiento. Por una gramática moral de los conflictos sociales. Barcelona: 
Crítica, p. 37.
Tabla 2
Patrones de reconocimiento intersubjetivo
Nota. Tomado de Honneth, A. (1997, p 159), complementado con Honneth (2006).
Modelos de reconocimiento Dedicación emocional Atención cognitiva Valoración social
Dimensión de personalidad Naturaleza de la necesidad 
del afecto
Responsabilidad moral Casualidades, capacidades
Formas de reconocimiento Relaciones primarias Relaciones de derecho Comunidad de valor
Potencial de desarrollo Generación, materialización Individualidad, Igualación
Autorrelación practica Autoconfianza Autorespeto Autoestima
Formas de menosprecio Asesinato, maltrato psíquico 
y físico, violación, tortura
Desposesión de derechos, 
exclusión, estafa
Indignación, injuria, 
estigmatización.
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integrar las reivindicaciones actuales presentes en 
los movimientos sociales, y con esto pone de mani-
fiesto la injusticia y su posible reparación, sin per-
der de vista en ningún momento el correlato social 
fáctico de la teoría; menciona que las reivindica-
ciones de justicia social se dividen en dos tipos: el 
primero da a conocer una redistribución más justa 
de los recursos y la riqueza al brindar una solución 
para los problemas de desigualdad y la injusticia 
que se evidencian en la sociedad; el segundo habla 
de una política de reconocimiento en la que se acep-
te la diferencia y se reconozcan las diferentes iden-
tidades que en la actualidad —con los procesos de 
globalización– se convierten en la problemática 
de la desigualdad basada en la redistribución de los 
recursos por un falsa lucha de estatus en la socie-
dad (Fraser, 2008).
Fraser y Honneth (2006) realizó una revisión 
de los límites sobre los procedimientos de decisión 
que se imponen a un grupo de individuos para par-
ticipar en las cuestiones que les atañen, en un mar-
co político-ordinario, esto es, territorial-estatal o, 
dicho de otro modo, al interior de las fronteras de 
los Estados en los que se encuentran instalados. 
Esto implicaría también un análisis de la exclusión 
de inmensos grupos campesinos que se ven atro-
pellados por instituciones y prácticas depredado-
ras globales, exclusión operada por la delimitación 
territorial-estatal de aplicación de la justicia, la cual 
tiene como efecto que tales atropellos se perpetúen 
en la impunidad ante la inexistencia de institucio-
nes formales que puedan sancionarlos y prevenirlos 
(Fraser y Honneth, 2006). Desde esta perspectiva se 
puede observar cómo la falta de apropiación del te-
rritorio excluye a los grupos campesinos y los mar-
gina de sus derechos:
Las líneas de tiempo están directamente relaciona-
das, porque si no hay campesinos en la periferia, 
con la necesidad de sobrevivir, la dinámica de los 
cultivos ilícitos no habría sido tan fuerte. Los cam-
pesinos no tenían otra opción, porque habían unos 
productos que en el marco adverso de la economía, 
donde no hay garantías, pues los productos que son 
viables son los de las personas que están cerca de 
las ciudades, en los Andes cerca de los centros ur-
banos, de resto usted se aleja kilómetros y se le va 
volviendo inviable cualquier producto entonces en 
la práctica la coca, la mariguana, la amapola, son 
una válvula de escape a esa situación porque no hay 
otra alternativa, por eso el tema de la sustitución 
que está también en los acuerdos que es fundamen-
tal sustituir pero desde un enfoque fundamental, 
donde se recupera la viabilidad de la economía 
campesina con garantía, con economía pública, 
con un mercado interno que garantice para la 
población campesina, pues si eso no se hace y se 
quiere imponer, hace que una población campesina 
se desplace a la ciudad a mendigar, a volverse de-
lincuente pero de resto no hay posibilidad alguna, 
en conclusión los ha afectado en despojo de tierras, 
calculadas por lo menos en ocho millones de hec-
táreas. (Testimonio líder campesino) 
Fraser y Honneth (2006) denomina redistribu-
ción y reconocimiento “representación” y mencio-
na que el problema del reconocimiento en cuanto 
identidad determina un límite en las soluciones de 
tipo afirmativo, dado que exige a estos grupos re-
flexionar y replantear los elementos que los consti-
tuyen (Fraser y Honneth, 2006). Así, evidenciamos 
que la organización de los campesinos en los terri-
torios que han sufrido el azote de la violencia en 
Colombia se realizó con el fin de reflexionar y re-
plantear lo que ha sucedido. Por esto mismo, la 
creación de asociaciones, el agrupamiento y la rea-
lización de reuniones que propicien consensos en 
el marco de la creación de las zrc genera el entorno 
apropiado para que los elementos de redistribución, 
reconocimiento y representación se materialicen y 
se hagan evidentes.
El proyecto teórico de Fraser y Honneth (2006) 
consiste en recuperar la discusión de las exigencias 
de carácter cultural a partir de la transformación 
del estatus de participación política y validación de 
estas en los espacios públicos. La categoría de repre-
sentación política permite a Fraser identificar otra 
forma de injusticia respecto a las sociedades con-
temporáneas denominada “representación fallida”, 
la cual se manifiesta de dos maneras: la primera es 
la injusticia política (ordinaria dentro de un Estado 
moderno), y la segunda la injusticia de desmarque 
que rompe con los límites del Estado nacional mo-
derno (Fraser, 1989).
La propuesta de Fraser sostiene un modelo crí-
tico democrático frente a la forma en la que la justi-
cia social activa la dimensión epistémica del “quién’’ 
con respecto a la esfera política, el cual solo tiene la 
posibilidad de realizarse mediante la “transforma-
ción de una lógica de razón de Estado a una lógica 
de razón pública’’ (Fraser y Honneth, 2006).
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Las condiciones de anormalidad política y las 
exigencias analíticas en relación con el marco de 
la justicia implican que la nación tome un sentido 
transnacional, según el cual la idea de una esfera 
pública transnacional solo podrá contar con validez 
bajo una condición de inclusión y paridad al parti-
cipar, seguida de la eficiencia política de la transfor-
mación del poder comunicativo en leyes vinculares 
del poder. Ante esto se encuentra que se propone 
una estrategia política con el fin de integrar las dos 
demandas, es decir, el dilema de redistribución-re-
conocimiento de la injusticia socioeconómica, tal 
como se muestra en la tabla 3.
La tabla 3 permite visualizar cómo las corrien- 
tes políticas afectan y provocan de manera dife- 
rente la redistribución y el reconocimiento de las 
comunidades, pese a lo cual estos dos elementos 
son fundamentales en el desarrollo de estas.
Se concluye que la redistribución y el recono-
cimiento provocan la representación de las comu-
nidades, lo cual se evidencia en diferentes planos 
como, por ejemplo, el social y el económico, lo que 
conduce a revisar la evolución de las zrc. 
Consideraciones acerca de las zrc
Se considera que las zonas de reserva campesina 
han sido el único referente de desarrollo legal de los 
derechos del campesinado, o por lo menos uno de 
los más importantes. Por supuesto, se cuenta con 
disposiciones normativas frente a la formalización 
de la propiedad familiar, pero hay una fuerte limi-
tación en la concepción del campesinado como un 
sujeto político y deliberativo de las decisiones im-
portantes de este país. 
El asunto con el campesinado es reconocerlo 
como actor decisorio de la política ambiental, eco-
nómica, tributaria, minera y alimentaria de este 
país, y no llegar únicamente a tratar de establecer 
condiciones específicas; es decir, son necesarias, 
pero no son la única forma. En este sentido, las zo-
nas de reserva campesina son una expresión que 
permite al campesinado proyectar una plataforma 
de acción política a nivel nacional mediante la cual 
sea un agente deliberativo con capacidad de inci-
dir en el ordenamiento del territorio, así como en 
la ejecución de decisiones políticas y con el reco-
nocimiento —si se quiere— en el ejercicio de la te-
rritorialidad en determinados lugares, de manera 
que se abran espacios para su participación. Por su-
puesto, tendrá esto que ser complementario a otro 
tipo de mecanismos a través de los consejos muni-
cipales de desarrollo rural, con el propósito de que 
activen algunas formas de participación o reconoz-
can nuevas, revitalicen la figura de las juntas de ac-
ción comunal, las fortalezcan más, las empoderen 
y reconozcan expresiones organizativas del campe-
sinado como parte de esa manifestación colectiva 
del ser campesino; es decir, si se quiere buscar a los 
campesinos no hay que inventarse nuevas formas 
de políticas organizativas, se deben reconocer las 
existentes, como, por ejemplo, los resguardos y los 
Tabla 3
Estrategia política afirmación vs. transformación
Nota. Tomado de Fraser y Honneth (2006, p. 149).
Afirmación Transformación
Redistribución
Estado de bienestar: Liberal Socialismo
Reasignaciones de la superficie de los productos existentes, 
apoyando la diferenciación entre los grupos que pueden 
generar reconocimiento
Profunda reestructuración de las relación de producción, 
eliminando las diferencias entre los grupos que pueden 
ayudar a aliviar algunas formas de no reconocimiento.
Reconocimiento
Multiculturalismo central Desconstrucción
Reasignaciones superficiales de respeto por las identidades 
de grupo: apoya la diferenciación entre los grupos.
Profunda reestructuración de las relaciones del reconoci-
miento, desestabiliza diferencia entre los grupos.
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cabildos (en las que la relación entre cabildo y res-
guardo es importante) y, de esta manera, estar en 
capacidad de reconocer como idea propia una ma-
nera de proceder, de deliberar las representaciones 
tradicionales, pero también de decidir cómo rees-
tructurar o reinstitucionalizar las normas internas 
para el ejercicio de la democracia.
Las zonas de reserva campesina pueden ser 
una gran herramienta para reconocer al campesi-
no. Se empieza por impulsar el desarrollo económi-
co, mejorar las condiciones y la calidad de vida del 
campesinado, y asegurar así que ellos puedan ac-
ceder a factores productivos y sociales que contri-
buyan a la superación de la pobreza extrema rural, 
en la que actualmente se encuentran. De esta for-
ma, les permite avanzar hacia estadios superiores 
de desarrollo con la generación de cooperación y 
modernización de las zonas rurales y una vida dig-
na de la familia campesina (en consideración a la 
efectividad de los derecho sociales, económicos y 
culturales del campesinado), así como una partici-
pación en las instancias de planificación y decisión 
regionales y las características de las modalidades 
de producción.
Las zonas de reserva campesina tienen una 
trayectoria desde finales de la década de los ochen-
ta y un reconocimiento legal desde la de los no- 
venta, de modo que son ya seis las que están legal-
mente constituidas. Son procesos que no tienen re-
versa en lo organizativo —claro, presentan muchos 
problemas y muchas particularidades—, pero son 
la figura que va a jugar un papel muy importante 
en la solución del problema de acceso a tierras, de 
su formalización y de la presencia efectiva del Es- 
tado; es la única fórmula que existe en toda la legis-
lación para los territorios campesinos. 
La identidad del campesino  
en Colombia
En términos de identidad, se considera que la po-
blación campesina tiene una alta identidad política 
y social, lo cual es un asunto que depende de los te-
rritorios. Esta identidad, por supuesto, puede cons-
truir lógicas organizacionales de carácter nacional 
bajo un mismo discurso, pero esas formas de iden-
tidad política y social no son solo una, sino que se 
van a caracterizar como diversas, de manera que 
le permiten al campesinado construir un modelo 
identitario que exprese lo que hay en el territorio, 
lo que es la gente, lo que la gente vive y quiere decir 
y ha dicho y, al lo que muchas veces, no se le ha 
prestado atención.
De modo que ya tienen una identidad que han 
forjado ellos, pero esta no ha sido reconocida por el 
Estado por medio de la Constitución. Por ejemplo, 
ellos han formado una unidad para luchar por sus 
derechos. Así, pues, podemos considerar que la po-
blación campesina tiene una identidad propia auto-
construida y que esta población es excluida. Es por 
esto que nos interesa estudiar la economía campe-
sina como base para identificar la identidad de los 
campesinos en Colombia. 
La economía campesina surge en la década de 
lo sesenta del siglo xx mediante una corriente 
de investigación y pensamiento en el tema agra-
rio al profundizar en la gestión de las unidades 
de explotación familiar, cuyo exponente principal 
es Chayanov (1925). Los procesos de consolida-
ción de la economía campesina fortalecen terri-
torios campesinos y el proyecto político y cultural 
de esta población, lo cual hace que las comunida-
des campesinas desarrollen proyectos que deben 
tener garantía de los derechos económicos, cultu-
rales, sociales y ambientales en territorios espe-
cíficos y bajo su lógica sociocultural (Gilmore y 
Harrison, 1948).
En su obra La organización de la unidad eco-
nómica (1925), Chayanov establece tres secciones. 
En la primera, determina las categorías funda-
mentales: la familia campesina y el balance traba-
jo-consumo, base de su racionalidad económica; en 
la segunda delimita las características de la unidad 
de explotación a nivel organizativo; y, por último, 
finaliza con la mención de las consecuencias que 
para el sistema económico se derivan de la existen-
cia de este tipo de explotaciones y aspectos de su 
dinámica de inserción (Chayanov, 1986). Este au-
tor construye sus cimientos teóricos diferentes a los 
característicos del pensamiento marxista y la con-
cepción derivada de Marx.
Según Chayanov (1986), los efectos de la eco-
nomía clásica o de los neoclásicos no son aplicables 
a una economía que está basada en el trabajo fami-
liar; la base de su construcción teórica es que esta 
unidad familiar pueda conformarse por hijos, nie-
tos e incluso miembros adoptados, convirtiéndose 
estos en el sujeto económico que emplea su fuerza 
de trabajo en una serie de actividades y le da priori-
dad al cultivo del suelo (Gilmore y Harrison, 1948).
La economía campesina es una forma de pro-
ducción familiar que utiliza productivamente el 
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consumo de la fuerza de trabajo doméstica y de los 
recursos naturales, sociales y financieros, con el fin 
de garantizar la subsistencia de la unidad familiar. 
El objetivo principal de esta es el bienestar de las fa-
milias y, dentro de la utilidad marginal, se imponen 
solo mecanismos de equilibrio entre los factores in-
ternos (Clark, 1969).
En la figura 1 aparece el esquema de la distri-
bución de trabajo e ingresos de la unidad domés-
tica, en la que el autor pone de relieve las fuentes 
de ingreso de la unidad doméstica y, de forma muy 
general, la ilustración describe los momentos del 
enfoque chayanoviano concernientes a la base em-
pírica. Chayanov señala al respecto: 
La actividad económica del trabajo difiere de cual-
quier otra actividad en la que la cantidad de valores 
que se hacen disponibles al campesino concuerda 
con la cantidad de trabajo físico que él ha gastado, 
donde a mayor cantidad de trabajo realizado por 
un hombre en un intervalo de tiempo definido, 
mayor será para el sujeto de laboriosidad de las 
últimas unidades de trabajo invertido. (Chayanov, 
1986, p. 81)
El punto de equilibrio es el grado de autoex-
plotación de la fuerza de trabajo familiar que el 
campesino considera óptimo, y los dos elementos 
claves del balance son la necesidad de consumo e 
intensidad y del trabajo, afectados por la composi-
ción de la actividad de la fuerza del trabajo que de-
termina, por su parte, el volumen de la actividad 
económica (Chayanov, 1986).
El balance del consumo-trabajo es el princi-
pal regulador de la actividad de la unidad de explo-
tación familiar. Por su parte, la determinación del 
ingreso bruto se obtiene al deducir los gastos nece-
sarios de mantenimiento, a fin de obtener también 
el producto definitivo, fruto del trabajo familiar. 
La gran migración del campo y el crecimiento 
desordenado de las grandes ciudades requieren que 
el país establezca la prioridad de darle al sector ru-
ral y agrario, en el marco de las políticas macroeco-
nómicas y sociales, la alimentación de la población 
urbana como estrategia de desarrollo y bienes-
tar. La existencia de una economía campesina lle-
va aparejada el autoconsumo (no de acumulación) 
y la restricción de la circulación de la mercancía 
(Biegeleisen, 1916).
Figura 1. Esquema de la distribución de trabajo e ingresos de la unidad doméstica. Tomado de Chayanov (1986, p. 81).
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Así, la economía campesina corresponde a un 
sistema cíclico en el cual la familia y el terreno son 
los elementos principales de producción, y en el que 
la primera es la mano de obra y quien aporta el ca-
pital para que la segunda pueda, como unidad pro-
ductiva, arrojar en el tiempo los frutos del esfuerzo 
y los recursos colocados. Las variaciones son míni-
mas y el conjunto como tal genera y afecta la eco-
nomía tanto de la familia como de cada uno de los 
individuos que la conforman. 
Relación existente entre la zona  
de reserva campesina y el 
reconocimiento social del individuo
Respecto a los derechos de la población campesina, 
el Estado ya tiene obligaciones para con el campe-
sinado, por las que los derechos son un proceso de 
reivindicación humana que tiene un punto muy 
relevante para el estudio de la dogmática jurídica 
en su positivización en el derecho estatal. Sin em-
bargo, el análisis de los derechos humanos no pue-
de solo restringirse a la dogmática estatal, pues en 
este sentido se considera importante que el Estado 
colombiano pueda adoptar de forma explícita dere-
chos para el campesinado, de manera diferenciada 
y taxativa; por el contrario, a fin de que permita 
un reconocimiento cultural del campesinado en el 
derecho como producto cultural el análisis tiene 
que “campesinarse”, porque si se tiene un derecho 
pensado para un reino industrial de producción de 
la vida no se va a entender qué pasa en el campo. En 
este sentido, se debe empezar por comprender con 
relación a los derechos que el Estado debe entrar a 
garantizar esas expresiones subalternas que tiene 
el mundo, en las cuales reivindica formas de la dig-
nidad que se traducen en derechos, aun cuando el 
Estado no es capaz —no quiere o no puede— reco-
nocerlos de manera efectiva o de manera explícita. 
Interpretar la cláusula de derechos innominados 
de la Constitución permite simplemente enten-
der que los derechos no tienen que pensarse como 
un catálogo internominado o, en la lógica de una 
anunciación de los derechos que debería recono-
cerle el Estado al campesinado en un marco muy 
decimonónico como el de la Revolución francesa 
o la Carta de Derechos, sino que debe entenderse 
que el campesinado produce derecho y regula sus 
formas de vivir. Así, entonces, el Estado debe asu-
mir unas obligaciones no en términos solo de un 
listado taxativo en el que la economía campesina 
es un muy buen ejercicio de sistematización, sino 
que debe reconocer que el campesinado es un suje-
to capaz de regular las relaciones, capaz de mandar 
en su territorio y capaz de administrar ambiental-
mente la vida en el territorio en el que se encuentra. 
De esta forma, la principal reivindicación del cam-
pesinado es que se reconozca como promotor de 
los derechos, de manera que, si fuera necesario es-
coger una obligación, se debe escoger la obligación 
a reconocer al campesinado como un agente y un 
actor del territorio, y no como un mero accesorio. 
Esto en razón a que no es un sujeto pasivo del de-
recho al cual se le concedan prerrogativas, sino que 
es un sujeto activo, construye formas de dignidad 
que administra y produce derecho, de modo que 
la obligación del Estado es reconocer ese carácter 
dinámico. 
Por tanto, el rol del Estado debe ser compro-
meterse y, sobre todo, cumplir con el campesina-
do al garantizarle un trato digno, una identidad y 
derechos campesinos, así como al ser un promotor 
del desarrollo rural y agropecuario, y como regula-
dor de los valores, de distribución igualitaria de la 
tierra y de los ingresos relacionados con la activi-
dad. Lo anterior dado que el papel del Estado hasta 
el momento ha sido mínimo a pesar de disponer de 
varios instrumentos para lograr estos objetivos, sin 
dejar de lado que debe crear leyes eficientes y efica-
ces para que Colombia crezca y genera desarrollo 
tanto en el campo como en la ciudad.
El territorio, tal y como se ha entendido, ha 
jugado un papel primordial en el desarrollo de las 
labores agrícolas, propias del modo de vida y de la 
idiosincrasia del campesino colombiano. Por esto, 
la figura de las zrc tiene que ver con su reconoci-
miento social, tanto a nivel de población como de 
elemento cultural de trascendencia histórica, con 
repercusiones en el presente. En razón a lo ante-
rior, se profundizará en las perspectivas de las zrc 
a continuación.
Perspectivas dispuestas para las zonas 
de reservas campesinas en función del 
plan de ordenamiento territorial 
Hasta el momento, se ha caracterizado la figura 
de las zrc desde las definiciones legales y las re-
glamentaciones que hacen operativa la figura. Sin 
embargo, este esfuerzo sería insuficiente si no se 
ilustra la historia de la creación de estas zonas. A 
continuación, se presenta una breve reseña de los 
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orígenes de la figura, la cual es el resultado de las 
luchas campesinas que se plasman en moviliza-
ciones y protestas en busca de la titulación de las 
tierras, la seguridad y la atención del Estado para la 
protección de sus derechos.
La figura de zonas de reserva campesina es 
una reivindicación que nació de algunas comuni-
dades campesinas organizadas, la cual se fue com-
plejizando hasta adquirir el carácter de ley (Ortiz 
y Pérez, 2004). Según Mondragón (2003), la prác-
tica de la reserva campesina antecede a la idea de 
la formalización de esta en la legislación agraria, 
pues nace de la lucha de los campesinos por detener 
la expansión del latifundio sobre sus propiedades. 
Este autor, que ha estudiado los procesos organiza-
tivos de los campesinos en Colombia, afirma que 
esta figura materializa la aspiración de los campe-
sinos de desarrollar su economía y participar de-
cisiva y adecuadamente en la economía nacional. 
Considera que en las luchas de siglo xx de los cam-
pesinos estos reivindican la tierra no solo desde 
una visión individual, sino dentro de las dinámi-
cas comerciales y regionales de gestión campesina 
del territorio.
De acuerdo con Fajardo (2002), los anteceden-
tes de las zrc pueden rastrearse desde 1985 en la 
zona de colonización que se extiende a lo largo de 
las márgenes de los ríos Duda, Losada, Guayabero 
y Guaviare, en el suroccidente del Meta y el noroc-
cidente del Guaviare, en donde las economías loca-
les se fundamentaban desde varios años atrás en el 
cultivo de coca. 
Debido al decaimiento de esta economía, los 
colonos vieron agudizadas sus condiciones de po-
breza y se movilizaron para reclamar del Estado 
la ausencia de inversiones sociales. Una de las rei-
vindicaciones era la titulación de las tierras que ha-
bían trabajado, las cuales estaban dentro del Parque 
Natural de La Serranía de la Macarena. Esta solici-
tud implicaba el realineamiento de este y la zonifica-
ción del área. Según Fajardo, fueron los campesinos 
de la cuenca del río Duda quienes bajo el propósi-
to de avanzar en el ordenamiento y la estabilización 
de este territorio le propusieron al Incora que se les 
titulara la tierra en medianas extensiones a cambio 
de su compromiso de preservar los bosques y demás 
recursos naturales aún existentes. Es esta la idea que 
subyace las definiciones que se plasmaron luego en 
la legislación colombiana como zrc.
Sin embargo, el proceso de concreción de esta 
política pública no ha sido sencillo y, por el con-
trario, se ha visto marcado por movilizaciones por 
parte de las organizaciones sociales y de negocia-
ciones con el sector político y legislativo del país. 
Es necesario recordar que esta figura está conteni-
da en la Ley 160, la cual también determina el mer-
cado asistido de la tierra como el único mecanismo 
de distribución de esta en Colombia.
Actuación de la democracia en torno a 
las zonas de reservas campesinas 
A pesar de la pertinencia de las zrc para la solu-
ción de muchas de las problemáticas agrarias del 
país, esta figura no fue implementada de inmedia-
to. Son las protestas de las comunidades de las zo-
nas cocaleras de Putumayo, Caquetá, Cauca, Sur de 
Bolívar y Guaviare —desarrolladas en 1996 a raíz 
de los controles a los insumos para el procesamien-
to de hoja de coca, la persecución y estigmatización 
de los productores y las fumigaciones que afectaban 
tanto los cultivos de uso ilícito como los de subsis-
tencia—, las que presionaron la reglamentación de 
la figura y la declaración de las primeras zrc. Fue 
este proceso social el que conllevó a la promulga-
ción del Decreto 1777 (mencionado en el apartado 
anterior), en el marco de las reivindicaciones de los 
campesinos relacionadas con el acceso a tierras y 
asistencia técnica como un camino a la búsqueda 
de alternativas para la sustitución de los cultivos de 
uso ilícito.
Estas movilizaciones también incluyeron en 
su pliego de negociaciones la creación de las prime-
ras zrc: la de Guaviare (Tomachipán, en San José 
del Guaviare y Calamar), Caquetá (El Pato, en San 
Vicente del Caguán) y Bolívar (Morales y Arenal). 
En 1997 la Junta Directiva del Incora constituyó la 
primera zrc en parte de los municipios de San José, 
El Retorno y Calamar. Luego, en este mismo año 
fue constituida la segunda zrc en las localidades 
del Pato Balsillas.
Sin embargo, su constitución formal no era 
suficiente para hacer concreta la idea de la zrc. 
Después de la creación de las primeras zonas se 
hizo evidente que el Gobierno no contaba con 
los insumos técnicos y metodológicos para cum-
plir con lo que la figura jurídica se proponía. Por 
esta razón, en octubre de 1998, se inicia la ejecu-
ción de un proyecto experimental con financiación 
del Banco Mundial denominado “Proyecto Piloto 
de Zonas de Reserva Campesina (ppzrc)”. Este se 
proponía diseñar una metodología replicable para 
la organización y el funcionamiento de las zrc. Se 
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desarrolló en tres zonas piloto: Pato Balsillas en el 
departamento de Caquetá, la conformada por los 
municipios de San José, El Retorno y Calamar en el 
departamento de Guaviare, y la zrc del municipio 
de Cabrera, conformada en el 2000. Este proyecto, 
que culminó el 31 de diciembre del 2003, asumió el 
reto de desarrollar en estas zonas mecanismos de 
aproximación y concertación con la comunidad y 
coordinación con la institucionalidad publica den-
tro de un modelo novedoso de gestión de desarro-
llo territorial y local.
El inicio del Gobierno del presidente Juan 
Manuel Santos coincide con el i Encuentro Nacio- 
nal de Zonas de Reserva Campesina, realizado en 
Barrancabermeja en agosto del 2010. En este even-
to, que contó con la participación del Gerente del 
Incoder y de voceros del Ministerio de Agricultura, 
confluyeron diferentes asociaciones campesinas 
de las zrc ya constituidas y aquellas que están bus- 
cando la creación de estas, además de académi-
cos, investigadores y diversas ong nacionales e 
internacionales.
Este evento se diseñó como un espacio de en-
cuentro y articulación de las organizaciones relacio-
nadas con la figura, así como para la socialización 
de esta ante otras organizaciones interesadasen ar-
ticular sus procesos a la creación de zrc. 
Estas organizaciones definen la figura como 
un mecanismo apropiado para el desarrollo rural, 
el ordenamiento y la planeación territorial que per-
mite construir desde la región alternativas para el 
desarrollo integral de las comunidades campesinas.
En el evento se dio visibilidad a las problemá-
ticas que el sector campesino enfrenta y que ame-
nazan los territorios que ellos afirman defender. En 
este sentido, se denunció la desarticulación de los 
procesos organizativos en algunas regiones debi-
do a las amenazas de los grupos paramilitares y el 
temor que existe en los campesinos por las repre-
salias que puede haber frente los procesos organiza-
tivos. También se denunció la situación de extrema 
pobreza que caracteriza a los territorios campesi-
nos y los impactos negativos para los pobladores 
rurales de las políticas de erradicación forzada de 
los cultivos de uso ilícito, como, por ejemplo, las 
fumigaciones.
El proyecto de Ley general de tierras, reforma 
agraria y desarrollo rural integral presentado por 
el Movimiento Campesino, por medio de la Mesa 
Nacional de Unidad Agraria (mua), también con-
tiene un capítulo especial sobre las zrc. Presenta 
algunas disposiciones relacionas con la definición 
de la figura, sus finalidades, los procesos de consti-
tución, el acceso a créditos y los ámbitos de aplica-
ción. En este proyecto, la figura no se desarrolla en 
profundidad, pero contiene elementos importantes 
en relación con los territorios indígenas y las co-
munidades afrocolombianas, el presupuesto para la 
consolidación de las zrc y el tema de la uaf.
Conclusiones
Una vez se analizan los antecedentes históricos y 
el marco jurídico de las zonas de reserva campe-
sina se concluye que en su planteamiento e imple-
mentación hubo elementos que se remontan a los 
inicios del siglo xx, enmarcados por la tenencia de 
las tierras que, a su vez, se vio alterada por circuns- 
tancias particulares de las diferentes épocas. Sin 
embargo, sin lugar a duda el principal evento que 
influyó fue el conflicto armado, el cual provocó no 
solo consecuencias en cuanto a la expropiación, 
sino que alteró el orden social del campesinado al 
hacerlo víctima de desplazamiento e involucrarlo 
en actividades de cultivos ilícitos que le permitie-
ran sobrevivir. Este contexto, además del papel del 
Gobierno en función de proteger y salvaguardar la 
labor agrícola del país, llevó a planear y desarrollar 
la estrategia de las zonas de reserva campesina, la 
cual se ha ido implementando de forma progresiva 
en diferentes regiones del país.
En cuanto a la postura de los campesinos so-
bre la manera como se reconocen y se construyen 
sus identidades en relación con el territorio y con la 
sociedad, se encontró que el campesinado mantie-
ne una identidad de acuerdo con su modo de vida y 
con su labor agrícola, y siente que se ha estigmatiza-
do un poco dicha identidad por su cercanía con los 
actores armados del conflicto en Colombia. Ante lo 
cual consideran que es importante rescatar la ima-
gen que de ellos se tenía hace algunos años de pro-
ductores y trabajadores del campo. Por otra parte, 
consideran que son parte de la sociedad como una 
comunidad perfectamente diferenciada, aun cuan-
do heterogénea en su idiosincrasia, por la forma de 
abordar las situaciones y el manejo agrícola, lo cual 
los hace altamente diversos. En esto tiene mucho 
que ver la región geográfica en la que se encuentran 
y, por supuesto, la posibilidad de tener jurisdicción 
sobre las tierras en las que habitan y trabajan. Por 
ende, consideran que efectivamente su relación con 
el territorio hace parte de la identidad que tienen, 
así como con la sociedad en la que se desenvuelven. 
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Con base también en lo anterior, se encontró 
que existe una marcada relación entre la zona de 
reserva campesina y el reconocimiento social del 
individuo campesino, ya que estas zonas le brin-
dan sentido de pertenencia y la posibilidad de dar lo 
mejor de sí en el trabajo de la tierra. Al mismo tiem-
po, este reconocimiento podría hacer que el cam-
pesino se sienta apoyado de alguna manera por el 
Estado mediante sus políticas (aun cuando en lo 
económico no son, a su parecer, las mejores, por 
lo menos ahora se sienten escuchados). Las zrc han 
permitido, a su vez, que el campesinado se sienta 
con voz y posibilidades de ser escuchado en la toma 
de decisiones en temas relacionados con el campo, 
el medio ambiente y los desarrollos socioculturales 
de sus regiones.
Finalmente, se concluye que las zonas de re-
serva campesina se pueden considerar como una 
estrategia de reconocimiento social para el campe-
sinado colombiano, ya que han llegado a ser —en 
los diferentes sectores del país en los que se han es-
tablecido, y en aquellos sectores en donde están por 
establecerse un mecanismo de asociación del gre-
mio campesino— la forma de ser actores activos 
dentro de los procesos de decisiones que les atañen 
como comunidad.
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